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El control fiscal en Colombia es realizado por las Contralorías; a quienes se ha 
facultado para vigilar la gestión fiscal de la administración y de los particulares o 
entidades que manejen bienes o fondos de la Nación, con el propósito de velar por 
la protección del patrimonio público. 
No obstante, se han generado escenarios de conflicto de intereses ante la 
ausencia de independencia en las actividades de los contralores, quienes antes de 
la expedición del Acto Legislativo 002 de 2015 eran elegidos por los concejos y las 
asambleas a partir de una lista de elegibles que era elaborada por magistrados de 
tribunales superiores y contencioso-administrativos, en donde se evidenciaban 
situaciones personales; lo que cambio con posterioridad al año 2015 en donde se 
establece que los contralores municipales, distritales y departamentales deberán 
ser escogidos por mérito. 
Sin embargo, en el proceso de elección se evidencia la participación de las 
asambleas y concejos y la ausencia de un sistema jurídico fidedigno en la 
rigurosidad que se debería cumplir, en donde se ha cuestionado de manera 
constante la posterior independencia de los contralores recién elegidos y su actuar 
en aras de proteger el erario público de cualquier tipo de corrupción. 
Lo anterior, teniendo en cuenta factores de conveniencia e independencia, en 
la forma de elección; además de la eficiencia y efectividad, que resulta del control a 
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nivel territorial, en el sistema de pesos y contrapesos propuesto desde la teoría de 
Montesquieu. 
Por consiguiente, se ha de destacar la contextualización del problema de 
investigación en donde se debe analizar el tratamiento jurídico del modelo de 
elección de contralores territoriales en yuxtaposición con los principios 
constitucionales de independencia y autonomía en el ejercicio del control fiscal, a 
través del estudio de fuentes legales, jurisprudenciales y doctrina en el caso del 
municipio de Bucaramanga durante el período 2015-2018. 
En este sentido, por medio del desarrollo del presente trabajo investigativo se 
ha planteado el siguiente problema jurídico: ¿Cuál es el tratamiento jurídico en la 
elección de contralores territoriales en yuxtaposición con los principios 
constitucionales de independencia y autonomía en el ejercicio del control fiscal en 
el municipio de Bucaramanga durante el período 2015-2018? 
Lo anterior, en cumplimiento del objetivo general correspondiente a: Identificar 
el tratamiento jurídico en la elección de contralores territoriales en yuxtaposición con 
los principios constitucionales de independencia y autonomía en el ejercicio del 
control fiscal en el municipio de Bucaramanga durante el período 2015-2018. 
En este contexto, el desarrollo del presente trabajo de grado se estructura en 
tres capítulos a saber; el primer correspondiente a la naturaleza histórica y jurídica 
del control fiscal en Colombia; el segundo capítulo se ha denominado marco jurídico 
de los principios del control fiscal y su incidencia a nivel territorial; y finalmente el 
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tercer capítulo contentivo de la propuesta de procedimiento para la elección de 
contralores territoriales que se encuentre en concordancia con los principios de 
independencia y autonomía en el ejercicio del control fiscal. 
Lo anterior, se consolida en una investigación jurídica – propositiva mediante 
la cual se analiza el tratamiento normativo del proceso de elección de contralores 




















Capítulo I: Naturaleza histórica del control fiscal en Colombia. 
 
El control de la gestión fiscal en la administración, de los particulares o de las 
entidades que tienen la facultad de manejar los fondos o bienes de la nación, se ha 
denominado en el ejercicio jurídico – administrativo como “control fiscal”; en donde 
se ha estipulado de manera previa la finalidad de brindar protección al patrimonio 
público.  
 Por consiguiente, a continuación, se presenta el marco normativo que reguló 
el control fiscal desde sus inicios y hasta la expedición de la Constitución Política de 
1991, así como la normatividad expedida con posterioridad.   
1.1 Antecedentes, origen y evolución del control fiscal 
1.1.1. Antecedentes internacionales 
A nivel internacional, en primer lugar, se identifican los antecedentes de 
origen español sobre el control fiscal referenciado por García (2011) en su trabajo 
de grado titulado “El papel del MECI como instrumento de gestión en los municipios 
de Sabana Centro” de la Universidad Militar Nueva Granada, en donde se aduce 
que:  
“En Europa hacia los años 747 y 814 Carlos I, a través del Missi Dominici 
nombró un clérigo y un laico que se encargaban de inspeccionar las 
provincias del Imperio. Posteriormente, hacia el año 1319, Felipe V creó 
la Cámara de Cuentas, poderes administrativos y jurisdiccionales para el 
control de los negocios financieros, a fin de sanear la administración 
pública”. (p. 6).  
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Sin embargo, Urquijo (1998), afirma que el primer antecedente del control 
fiscal, es el “juicio de cuentas, procedimiento por el que se obligaba a responder a 
quienes de manera regular hubieran tomado parte en la recaudación, administración 
o inversión de la Real Hacienda”. (p. 429).  
Asimismo, Gómez Sánchez (2001), expresa que posteriormente con la 
llegada de Fernando VII, en 1828, se dictó una Real Cédula en la que apareció la 
figura del Tribunal Mayor de Cuentas, “organismo encargado de funciones revisoras 
y judiciales dependiente del Ministerio de Hacienda, regulando las sanciones 
aplicadas por este Tribunal como pecuniarias y personales, aplicando estas últimas 
a los funcionarios que tenían que rendir cuentas, no lo hicieran, o lo hicieran 
defectuosamente”. 
Finalmente, Malagón (2004), afirma que “esta institución perduró a lo largo 
de los siglos XIX y XX, cambiando a veces de nombre, y está consagrada en la 
Constitución Española de 1978 en el artículo 136”. (p. 2).  
Refiriéndose al origen y evolución del control fiscal, Sánchez (1980), indica 
que “el siglo XVI comienza la preocupación por el manejo de las cajas reales, por lo 
cual se prescribió imperativamente de acuerdo con las leyes nuevas de 1542, que 
los oficiales debían enviar a la Contaduría del Consejo de Indias un resumen anual 
de lo recibido y gastado, un tiento anual, y una cuenta general cada tres años”. (p. 
269-270).  Este Consejo de Indias, además podía despachar visitadores especiales 
para que examinasen "las cuentas de una caja determinada o incluía el encargo de 
tomar las cuentas en las instrucciones repartidas a algún visitador general." (Ibíd.). 
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Posteriormente, de acuerdo a Silva (1967), “el 10 de mayo de 1554, por 
medio de ordenanzas, se fijó un método único de toma de cuentas, el cual iba a 
tener vigencia hasta comienzos del siglo XVII. Este sistema disponía que la revisión 
sería anual y que cada tres años se revisaría la cuenta final. Esta indagación la 
realizaban el presidente y dos oidores de la audiencia de la provincia o, en su 
defecto, la efectuaban el gobernador con dos regidores del cabildo y el escribano 
del Concejo”. (p. 105). “Las cuentas se examinaban en primer lugar con el corte y 
tanteo, que consistía en un examen sumario del contenido de las arcas, que se 
efectuaba a comienzos de enero. Luego continuaba la operación con su revisión 
minuciosa en los meses de enero y febrero”. (Sánchez, op. cit., p. 271).  “Si se 
encontraba que los oficiales investigados le adeudaban alguna suma a la hacienda 
real, ésta debía cobrarse en un lapso de tres días y se ingresaba en la Caja de tres 
llaves de la audiencia”. (Urquijo, op. cit., p. 428).  “Una vez finalizadas las diligencias 
se remitía un traslado al Consejo de Indias, para que, después de revisarlas, diera 
el finiquito o aprobación final”. (Sánchez, op. cit., p. 272).  Años, más tarde, “este 
sistema se combinó con el establecido al comienzo, de nombrar comisionados 
especiales desde España para revisar las cuentas”. (Malagón, 2004, p. 3). 
De acuerdo a Santofimio (2002), “en 1560 se separó de la Real Audiencia la 
jurisdicción de Hacienda y esta nueva competencia se les asignó a los oficiales 
reales de hacienda y más tarde a los Tribunales de Cuentas”. (p. 291). 
En 1605, según Lucena (s/a), se crearon los Tribunales de Cuentas, “por la 
Real Cédula del 24 de agosto de 1605 en Lima, México y Santafé. Éstos estaban 
integrados por tres contadores mayores, dos ordenadores de cuentas, dos oficiales 
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y un portero, y fueron constituidos con el objeto de tomar las cuentas de las rentas 
y derechos que nos pertenecen en aquellos Reynos y Señoríos, a todos y cualquier 
persona en cuyo poder hubiere entrado y entrare a nuestra hacienda...". (p. 81). 
Según Sánchez (1991), “para conservar la autonomía y la imparcialidad, los 
contadores no podían casarse, sin licencia, con hijas, hermanas o deudoras dentro 
del cuarto grado de los oficiales reales de la hacienda de sus distritos, ni en general 
con cualquier persona que tuviera relación con la Real Hacienda”. (p. 666). 
Además, de acuerdo a lo dicho por Lucena (op. cit.), “los juicios de cuentas 
se manejaban en primera y segunda instancia por tres jueces oidores, por el fiscal 
de la audiencia del respectivo territorio y por dos contadores. El nombramiento de 
los tres jueces oidores lo debía hacer el presidente de la audiencia y, en ausencia 
de aquél, lo podían realizar los demás miembros de ésta”. (pp. 84-85). 
Según Jaramillo Uribe (1991), “en 1784 se ordenó llevar las cuentas por 
partida doble en tres libros denominados Manual, Caja y Mayor, pero al parecer este 
método no llegó a aplicarse, ya que, a fines de esa centuria, las cuentas se seguían 
manejando con el sistema del cargo y la data”. (p. 82). 
Posteriormente, comienzan a expedirse las primeras leyes encaminadas a 
regular el tema de las cuentas, como se verá más adelante en el estudio de las 
normas legales en materia de control fiscal anteriores a 1993. 
 1.1.2. Antecedentes nacionales 
A nivel nacional, el recuento de los antecedentes constitucionales del control fiscal 
anteriores a 1886, se ha realizado a partir de múltiples documentos como son la 
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página web de la Contraloría General de la República, donde se expone de manera 
detallada la historia del control fiscal; asimismo, el libro de Rodrigo Naranjo Galves 
(2007), titulado “Eficacia del control fiscal en Colombia. Derecho comparado, 
historia, macro organizaciones e instituciones”, de la Universidad del Rosario; así 
como el trabajo de grado de Mira, Meza & Vega (2001), titulado “El control fiscal en 
Colombia” de la Universidad Javeriana, y las páginas web de la Contraloría de Bello 
(Antioquía), la Contraloría de Armenia, en los cuales también se reseña la historia 
del mismo en Colombia, a partir de lo expresado por diferentes autores, así: 
1492: Con el fin de vigilar los recursos económicos destinados para el 
segundo viaje de Cristóbal Colón a América se designa un funcionario supervisor 
por parte de los reyes católicos.  
1511: Se crea el Tribunal de la Real Audiencia con el objetivo de realizar la 
gestión fiscal a las actuaciones de los virreyes. 
1549: Se formó la Real Audiencia de Santa Fe de Bogotá bajo la función de 
unificar las rentas y derechos de la Corona; de igual manera, para realizar el 
juzgamiento a los empleados que desempeñaban funciones fiscales. 
1604: Se crean los tribunales de cuentas.  
1605: Se crearon “Tres Tribunales de Contadores de Cuentas”, que 
funcionaron en México, Lima y Santafé de Bogotá. Estos tribunales tomaron algunas 
de las funciones que hasta ese momento desempeñaba el Consejo de Indias en 
esta materia. (Sánchez-Arcilla, 2000, p. 320-321). 
1807: Se identifica el surgimiento de las oficinas de contabilidad a quienes 
se les asignaba la responsabilidad de consolidar el control fiscal en el mundo. 
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Constitución de 1810: Se estipulaba la obligación de imprimir durante cada 
anualidad las cuentas del Tesoro Público; en donde se buscaba brindar publicidad 
a los gastos de los tributos y garantizar de esta manera el ejercicio de una 
fiscalización subjetiva. (Mira, Meza & Vega, 2001, p. 4). 
Constitución de 1812: Se le atribuye a la Cámara de Representantes la 
función fiscalizadora en forma privativa así: “Acusar y perseguir delante del Senado 
a todos los individuos de los poderes legislativo, ejecutivo y judicial, a sus 
Secretarios cuando hayan delinquido por violación de la Constitución, mala 
conducta, soborno u otros crímenes semejantes”.  
1819: “Se expide en angostura la Ley Fundamental que crea la República de 
Colombia y a partir de esto se empiezan hacer los primeros intentos por organizar 
el control fiscal”. (Mira, Meza & Vega, 2001, p. 4).  De esta manera Santander 
impulsa el 23 de octubre de 1819, la “Ley principal contra los empleados de 
Hacienda”, que en su artículo 1° decía: “El empleado de Hacienda Nacional o a 
quién se le justificare sumariamente fraude o malversación de los intereses Públicos 
o resultare alcanzado, se le aplicará imperdonablemente la pena de muerte, sin 
necesidad de formar más proceso que los informes de los tribunales”.  
1821: Se crea la Contaduría General de Hacienda, a quien se le asigna la 
función de examinar y ejercer jurisdicción coactiva. 
1824: Es expedida la Ley 197 de 1824; en donde se suprimió la Contaduría 




1832: Se expide la Ley 736, “se restableció la Contaduría General de 
Hacienda como organismo dependiente del poder ejecutivo, a la que se le fijó la 
potestad del examen, glosa y fenecimiento de las cuentas”.  
1840: Por medio de la Ley 1259 se reglamenta el juicio de cuentas.  
1847: Se expide la Ley 1789, denominada como la Ley Orgánica de Hacienda 
en donde se crea la Corte de Cuentas.  
1850: Posteriormente, mediante la Ley 20 de 1850, se sustituye la Corte de 
Cuentas por la oficina general de cuentas. 
1866: Por medio de la Ley 68 de 1866, se establece una nueva organización 
para el ejercicio de la Hacienda Pública, en donde se determina una organización 
conformada por cinco (5) miembros elegidos por el poder legislativo.  
1873: Se expide la Ley 106 en donde se incorpora un Código Fiscal por 
medio del cual se recopila toda la legislación de control fiscal. 
Constitución de 1886: En la Constitución de 1986 no se incorporaron 
órganos autónomos e independientes con funciones de control, no obstante, 
surgieron con posterioridad a través de las enmiendas de 1945 y 1968.  
1898: Se expide la Ley 36 surge nuevamente la denominación de Corte de 
Cuentas. 
1905: Se expide la Ley 61, en donde se creó la figura del administrador 
general de Hacienda quien debía dirigir y controlar los recaudos. 
1912: Se promulgó un nuevo Código Fiscal por medio de la Ley 110 de 1912.  
1923: Se expide la Ley 42 de 1923, considerada como la primera norma que 
en Colombia desarrollo el tema del control fiscal.  
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1945: Se crea el Departamento de Contraloría y se expiden leyes y decretos 
para su reglamentación.  
1946: Se promulga la Ley 58 de 1946 en donde se otorga competencia al 
contralor para dirimir la administración de los recursos del Estado. 
1975: Se expide la Ley 20 en donde se adecua el sistema de fiscalización y 
se ejerce control sobre los dineros públicos.  
1976: Por medio del Decreto 925 de 1976 se reglamenta la Ley 58 de 1946 
en lo concerniente al objetivo del control fiscal previo y preceptivo.  
1983: Por medio del Decreto – Ley 222 se consolida el control posterior de la 
contratación administrativa.  
1991: Es promulgada la Constitución de 1.991, la cual en su artículo 267, 
establece que “El control fiscal es una función pública que ejercerá la Contraloría 
General de la República, la cual vigila la gestión fiscal de la administración y de los 
particulares o entidades que manejen fondos o bienes de la Nación…”; más 
adelante en el artículo 268, numeral 5, precisa que: “El Contralor General de la 
República tendrá las siguientes atribuciones: … 5. Establecer la responsabilidad 
que se derive de la gestión fiscal, imponer las sanciones pecuniarias que sean del 
caso, recaudar su monto y ejercer la jurisdicción coactiva sobre los alcances 
deducidos de la misma”. 
1.2 El control fiscal desde una perspectiva constitucional 
El control fiscal se encuentra consagrado en la Constitución Política de 1991 
en el artículo 119 superior, que establece que; “la Contraloría General de la 
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Republica tiene a su cargo la vigilancia de la Gestión Fiscal y el control de resultado 
de la administración” (Constitución Política, 1991, art 119); en el artículo 267 en el 
que “se define el control fiscal, la forma de hacerlo: posterior y selectivo sobre la 
base de procedimientos, principios y sistemas de control definidos por la ley” 
(Constitución Política, 1991, art 267). 
1.2.1. Principales características del control fiscal territorial  
Las principales características del modelo de control fiscal territorial 
establecido en la Constitución Política de 1991, son:  
 “División y establecimiento de límites en la competencia del ejercicio 
del control fiscal a nivel nacional y territorial”: Por medio de la 
Vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos y 
municipios donde existan contralorías, corresponde a estas, 
ejerciéndose de la misma manera que lo hace la Contraloría General 
de la República (CGR) a nivel nacional, es decir, en forma posterior y 
selectiva: (Constitución Política, 1991, art 272) 
 En los municipios donde no exista contraloría, el ejercicio del control 
fiscal corresponde a las contralorías departamentales. (Constitución 
Política, 1991, art 272)  
 La organización de las respectivas contralorías corresponde a las 
asambleas y a los concejos distritales y municipales. (Constitución 
Política, 1991, art 272)  
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 Se incorporan funciones autónomas de control ejercidas por órganos 
independientes. (Constitución Política, 1991, art 267) 
 Se reemplaza el modelo de control fiscal previo de fiscalización por el 
de auditoría integral.  (Constitución Política, 1991, art 267) 
 Igualdad en el período del Contralor General y del Presidente de la 
República para el ejercicio de sus funciones. La elección del Contralor 
General se realizará “por el Congreso en pleno, por mayoría absoluta, 
en el primer mes de sus sesiones para un período igual al del 
Presidente de la República, de lista de elegibles conformada por 
convocatoria pública” (Constitución Política, 1991, art 267) 
 Los contralores territoriales ejercerán en el ámbito de su jurisdicción 
las mismas funciones atribuidas al Contralor General de la República, 
dispuestas en el artículo 268 de la Constitución Política. (Constitución 
Política, 1991, art 272)  
 Se introduce la figura del Auditor General, quien ejercerá las funciones 
de control sobre las contralorías. El periodo del Auditor será por dos 
años y su elección la realizará el Consejo de Estado de tema enviada 
por la Corte Suprema de justicia. (Constitución Política, 1991, art 274). 
En donde se destaca la estructura del control fiscal en Colombia por medio de 





 Figura Nª 01: Estructura del control fiscal en Colombia 
 
Fuente: Díaz, 2014 
1.3 Noción del Control Fiscal en los instrumentos legales. 
En primer lugar, se identifica la Ley 42 de 1993: “Sobre la organización del 
sistema de control fiscal financiero y los organismos que lo ejercen” en donde se 
fijan los criterios para la organización del sistema de control fiscal financiero y los 
organismos que lo ejercen; por medio de la cual se “deroga la Ley 42 de 1923; el 
Decreto-ley 911 de 1932; la Ley 58 de 1946; el Decreto-ley 3219 de 1953; la Ley 
151 de 1959; el Decreto 1060 de 1960; la Ley 20 de 1975, entre otros”   
En este sentido, se establece mediante la ley en cita; “que son sujetos de 
control fiscal los organismos que hacen parte de la estructura de la administración 
nacional y demás entidades nacionales; además, de los particulares que manejen 
fondos o bienes del Estado” (Ley 42, 1993, art 2º) 
Posteriormente, mediante la Ley 610 de 2000: “Por la cual se establece el 
trámite de los procesos de responsabilidad fiscal de competencia de las 
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contralorías” se subsanan subsana algunos vacíos existentes en la Ley 42 de 1993, 
recopilando los aportes jurisprudenciales y doctrinarios que hasta el momento 
habían producido la Corte Constitucional y el Consejo de Estado.  
Según el artículo primero de la Ley 610 de 2000, el proceso de 
responsabilidad fiscal corresponde al “conjunto de actuaciones administrativas 
adelantadas por las Contralorías con el fin de determinar y establecer la 
responsabilidad de los servidores públicos y de los particulares, cuando en el 
ejercicio de la gestión fiscal o con ocasión de ésta, causen por acción u omisión y 
en forma dolosa o culposa un daño al patrimonio del Estado”. (Ley 610, 2000, Art. 
1º). En este sentido, se hace referencia a las etapas procesales que permiten a la 
contraloría investigar y tomar una decisión de fondo. 
En este contexto es de suma importancia citar la Ley 1474 de 2011: “Por la 
cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos de prevención, 
investigación y sanción de actos de corrupción y la efectividad del control de la 
gestión pública” en donde “se adiciona un procedimiento verbal de responsabilidad 
fiscal; el cual inicia con un auto de apertura e imputación y se desarrolla en dos 
audiencias, una primera de descargos y una segunda denominada de decisión” (Ley 
1474, 2011) 
No obstante, también se han de destacar los decretos reglamentarios para el 
caso en estudio, en donde se identifica el Decreto 1142 (junio 29) de 1999 (afectado, 
consecuencialmente, por la inexequibilidad del artículo 120 de la Ley 489 de 1998), 
por el cual se determina la organización y funcionamiento de la Auditoría General 
de la República. 
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Posteriormente, mediante el Decreto 1143 (junio 29) de 1999; “Por el cual se 
fija el régimen salarial y prestacional de los empleados de la Auditoría General de 
la República y se dictan otras disposiciones”. 
Así mismo, por medio del Decreto 1144 (Julio 06) de 1999; “Por el cual se 
dictan normas sobre organización y funcionamiento de la Contraloría General de la 
República, se establece su estructura orgánica, se fijan las funciones de sus 
dependencias y se dictan otras disposiciones”. Y el Decreto – Ley 267 de 2000 se 
establecen las normas de organización y funcionamiento de la Contraloría General 
de la República. 
Por otra parte, mediante el Acto Legislativo 02 de 2015 se incorporó una 
reforma al equilibrio de poderes en donde se establece una modificación al artículo 
126 de la Constitución Política de 1991 en el tema relacionado con el proceso de 
nombramiento del Contralor General de la República. 
Finalmente, por medio del Acto Legislativo 04 de 2019 se reforma el régimen 
de control fiscal en Colombia por medio del cual se modifica el artículo 267, 268, 
271,272 y 274 de la Constitución Política de 1991.   
Tabla Nª 1. 
Resumen de la evolución normativa del control fiscal 
LEY/AÑO TEMA QUE REGULA 
Ley 1789 de 1847 Ley Orgánica de Hacienda 
Ley de 1819 Ley principal contra los empleados de Hacienda 
Ley 8 de 1821 Organización del Tesoro Nacional 
Ley 51 de 1821 Contaduría General de Hacienda 
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Ley 197 de 1824 Dirección General de Hacienda y Rentas Nacionales.   
Ley 736 de 1832 “Restablecimiento de la Contaduría General de Hacienda 
como organismo dependiente del poder ejecutivo, a la que se 
le fijó la potestad del examen, glosa y fenecimiento de las 
cuentas”. (Ley 736, 1832) 
Ley 1259 de 1840 Juicio de cuentas. 
Ley 1789 de 1847 Ley Orgánica de Hacienda 
Ley 24 de 1858 Oficina General de Cuentas. 
Ley 68 de 1866 Organización de la Hacienda Pública 
Ley 106 de 1873 Código Fiscal 
Ley 36 de 1898 Corte de Cuentas 
Ley 61 de 1905 Administrador general de Hacienda 
Ley 110 de 1912 Código Fiscal 
Ley 36 de 1918 “Aumentó el número de magistrados que integraban la Corte 
de Cuentas a trece, nombrados seis por el Senado y siete por 
la Cámara de Representantes para un periodo de cuatro 
años”. (Ley 36, 1918) 
Ley 42 de 1923 Organización de la Contabilidad Pública y el Departamento de 
la Contraloría.   
Decreto 911 de 
1932 
Reorganización de la institución Departamento de Contraloría 
Ley 20 de 1975 Se unifica la legislación en materia de control fiscal. 
Decreto 925 de 
1976 
Modalidades de fiscalización 
Decreto Ley 222 
de 1983 
Control posterior en la contratación administrativa 
 
Constitución 
Política de 1991 
Control fiscal como función pública 
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Ley 42 de 1993 “Organización del sistema de control fiscal financiero y los 
organismos que lo ejercen” 
Decreto 1142 de 
1999 
 
“Por el cual se determina la organización y funcionamiento de 
la Auditoría General de la República”. 
Decreto 1143 de 
1999 
 
“Por el cual se fija el régimen salarial y prestacional de los 
empleados de la Auditoría General de la República y se dictan 
otras disposiciones”. 
Decreto 1144 de 
1999 
 
“Por el cual se dictan normas sobre organización y 
funcionamiento de la Contraloría General de la República, se 
establece su estructura orgánica, se fijan las funciones de sus 
dependencias y se dictan otras disposiciones”. 
Ley 610 de 2000 Proceso ordinario de responsabilidad fiscal 
Decreto-Ley 267 
de 2000 
“Organización y funcionamiento de la Contraloría General de 
la República”  
Ley 1474 de 2011 Procedimiento verbal de responsabilidad fiscal 
Acto Legislativo 
02 de 2015  
Se incorporó una reforma al equilibrio de poderes en donde 
se establece una modificación al artículo 126 de la 
Constitución Política de 1991. 
Acto Legislativo 
04 de 2019  
Se reforma el régimen de control fiscal en Colombia por medio 
del cual se modifica el artículo 267, 268, 271,272 y 274 de la 
Constitución Política de 1991.   
Fuente: Elaboración de los autores  
1.6 La Contraloría General de la República 
La estructura del Estado en Colombia se identifica de manera principal en la 
conformación de tres (3) ramas del poder público correspondientes a la legislativa, 
administrativa y judicial. (Constitución Política, 1991, art 113, Inc. 1º) 
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No obstante, en la norma constitucional se ha fundamentado la creación de 
“órganos autónomos e independientes” a quienes se les atribuye el cumplimiento 
de las demás funciones del Estado, que si bien es cierto son separadas deberán 
trabajar armónicamente. (Constitución Política, 1991, art 113, Inc. 2º) 
En este sentido, se establecen los “órganos de control” correspondientes al 
Ministerio Público y la Contraloría General de la República. (Constitución Política, 
1991, art 117), destinándole a la Contraloría; “La vigilancia de la gestión fiscal y el 
control de resultado de la administración” (Constitución Política, 1991, art 119) 
Así, con posterioridad mediante el Decreto – Ley 267 de 2000 se realiza la 
reglamentación orgánica y funcional de la Contraloría General de la Republica y 
de las Contralorías Territoriales.  
En primer lugar, se identifica la naturaleza jurídica de la Contraloría como un 
órgano de control autónomo e independiente de carácter técnico, quien deberá 
gozar de autonomía administrativa y presupuestal conforme a las facultades que le 
han sido conferidas en virtud de la Constitución y la Ley. (Decreto Ley 267, 2000, 
art 1º) 
En este sentido, le ha sido atribuido como objetivo principal; representar a la 
comunidad en la gestión de la vigilancia fiscal de la administración y de los 
particulares que manejan recursos públicos; realizar la evaluación de los resultados 
de las entidades del Estado en la administración del patrimonio público; general 
cultural en el control del patrimonio del Estado y de la gestión pública; además de 
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establecer juicios de responsabilidad fiscal e imponer las sanciones 
correspondientes en procura del resarcimiento del patrimonio público.  (Decreto Ley 
267, 2000, art 2º) 
1.6.1 Funciones de la Contraloría General de la República  
En el ejercicio de la misión y los objetivos le corresponde a la Contraloría 
General de la Republica cumplir las siguientes funciones, las cuales se encuentran 
estipuladas en el artículo 5º del Decreto Ley 267 de 2000: 
 Realizar la vigilancia del control fiscal por medio del control financiero, 
de gestión y resultados; en observancia de los principios de eficiencia, 
economía, equidad y valoración de costos ambientales. (Decreto Ley 
267, 2000, art 5º, núm. 1º) 
 Realizar la vigilancia del control fiscal por medio de los sistemas, 
procedimientos y principios de control. (Decreto Ley 267, 2000, art 5º, 
núm. 2º) 
 Ejecutar control posterior de las cuentas de cualquier entidad territorial. 
(Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 3º) 
 Realizar funciones administrativas y financieras propias de la entidad 
en procura del cumplimiento de las actividades de gestión fiscal. 
(Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 4º) 
 Desarrollar actividades pedagógicas de las áreas que conoce la 
Contraloría en las áreas de talento humano general y territorial. 
(Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 5º) 
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 Ejercer la coordinación de las contralorías territoriales sobre la vigilancia 
de gestión fiscal y de los resultados de la administración en el manejo 
de los recursos nacionales que se transfieren a las entidades 
territoriales. (Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 6º) 
 Advertir cuando existan operaciones que puedan generar riesgos que 
afecten el patrimonio público. (Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 7º) 
 Apoyar al Contralor General en el ejercicio del cumplimiento de las 
funciones constitucionales. (Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 8º) 
 Emitir concepto sobre la calidad y eficiencia del control interno de la 
gestión fiscal. (Decreto Ley 267, 2000, art 5º, núm. 9º) 
1.7 Sujetos de vigilancia y control fiscal  
Los sujetos de vigilancia y control fiscal por parte de la Contraloría de la 
Republica son: 
 Órganos que integral las ramas legislativa y judicial. (Decreto Ley – 267, 
2000, art 4, núm. 1) 
 Órganos que integran el ministerio público y sus entidades. (Decreto 
Ley – 267, 2000, art 4, núm. 2) 
 Órganos que integran la organización electoral y sus entidades. 
(Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 3) 
 Comisión Nacional de Televisión y sus entidades. (Decreto Ley – 267, 
2000, art 4, núm. 4) 
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 Corporaciones autónomas regionales o de desarrollo sostenible. 
(Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 5) 
 Las universidades públicas que administran bienes o recursos de la 
nación. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 6) 
 Banco de la Republica cuando administra bienes de la nación o ejerce 
control fiscal. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 7) 
 Los organismos públicos creados por medio de la constitución y que 
gozan de un régimen de autonomía. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, 
núm. 8) 
 Las entidades que conforman la rama ejecutiva del sector central y 
descentralizado. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 9) 
 Las entidades públicas y territoriales que administren bienes o recursos 
de la nación. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 10) 
 Las corporaciones y asociaciones mixtas que administren bienes o 
recursos de la nación. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 11) 
 Los particulares que cumplen funciones públicas y administran bienes 
o recursos de la nación. (Decreto Ley – 267, 2000, art 4, núm. 12) 
1.8 La elección de los Contralores en Colombia 
1.8.1 Contralor General 
En lo relacionado con la elección del Contralor General, el artículo 267 de la 
Constitución Política de 1991, se establece lo siguiente:  
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“El Contralor será elegido por el Congreso en pleno en el primer mes de sus 
sesiones para un período igual al del Presidente de la República, de terna 
integrada por candidatos presentados a razón de uno por la Corte 
Constitucional, la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, y no 
podrá ser reelegido para el período inmediato ni continuar en ejercicio de sus 
funciones al vencimiento del mismo. Quien haya ejercido en propiedad este 
cargo no podrá desempeñar empleo público alguno del orden nacional, salvo 
la docencia, ni aspirar a cargos de elección popular sino un año después de 
haber cesado en sus funciones”. (Constitución Política, 1991, art 267) 
 
Lo anterior, derivado de un estudio previo de los candidatos de la terna que 
envíen el Consejo de Estado, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia.  
1.8.2 Contralores departamentales o municipales 
Con la expedición del Acto Legislativo 002 de 2015, se modificó la forma de 
postular los candaditos para ocupar el cargo de contralor territorial. Es importante 
resaltar que antes de la reforma de la norma constitucional del artículo 272, los 
respectivos postulantes eran asignados por los tribunales de la jurisdicción 
correspondiente. Así las cosas, las ternas eran integradas con dos candidatos 
presentados por el tribunal superior de distrito judicial y uno por el correspondiente 
tribunal de lo contencioso-administrativo. 
No obstante, actualmente para la elección de los contralores territoriales se 
debe realizar una convocatoria pública salvaguardada bajos los principios de 
transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de género. 
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De este modo, los contralores territoriales serán elegidos por las Asambleas 
Departamentales o en su defecto por los Concejos municipales y el periodo será 
igual al del Gobernador o Alcalde, según el caso. 
El Acto Legislativo 002 del 2015, nace como una transformación a la 
Constitución Política de 1991 por medio del cual se adopta una reforma de equilibrio 
de poderes y reajuste institucional. Sin embargo, lo que en un principio parte con 
una premisa fundamental, es decir, reajustar los diferentes poderes buscando un 
equilibrio justo, no se vislumbra en el artículo 272 referente al control fiscal en los 
entes territoriales. En razón a que deja por fuera de la elección de los contralores 
territoriales a la rama judicial, representada por los tribunales del circuito y de lo 
contencioso administrativo. Concentrando en una sola autoridad la responsabilidad 
de la selección del contralor, a saber, las Asambleas Departamentales y Concejos 
Municipales.  
No obstante, es de suma importancia destacar el Acto Legislativo 04 del 18 de 
septiembre de 2019 en donde se realizó una reforma al artículo 271 de la 
Constitución Política de 1991 al establecer que:  
“Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán elegidos por 
las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y Distritales, de terna 
conformada por quienes obtengan los mayores puntajes en convocatoria 
pública conforme a la ley, siguiendo los principios de transparencia, publicidad, 
objetividad, participación ciudadana y equidad de género, para un periodo de 
cuatro años que no podrá coincidir con el periodo del correspondiente 
gobernador y alcalde”. (Acto Legislativo 04, 2019, art 4º) 
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Por consiguiente, no es dable exponer una reforma constitucional como un 
ajuste para equilibrar los poderes, cuando desde el orden territorial se promueve la 
exclusión y concentración de las decisiones para elegir el contralor territorial. Ahora 
bien, separando lo dicho en los anteriores acápites, qué conlleva la realización de 
una convocatoria pública para la elección del contralor.  
Sin duda, el deseo principal de la reforma del artículo 272 de la Constitución 
Política de 1991, fue ampliar la participación de los candidatos a ocupar el cargo de 
contralor territorial, haciendo frente al clientelismo que pudo haber representado la 
norma anterior. Puesto que no se exigía los tribunales realizar una convocatoria 
pública u otro mecanismo de mérito para la elección de los candidatos.  
La Corte Constitucional en la sentencia T-090 del 2013, hizo alusión concreta 
sobre las convocatorias públicas, instituyendo que: 
“El concurso público es el mecanismo establecido por la Constitución para que 
en el marco de una actuación imparcial y objetiva, se tenga en cuenta el mérito 
como criterio determinante para proveer los distintos cargos en el sector 
público, a fin de que se evalúen las capacidades, la preparación y las aptitudes 
generales y específicas de los distintos aspirantes a un cargo, para de esta 
manera escoger entre ellos al que mejor pueda desempeñarlo, dejando de 
lado cualquier aspecto de orden subjetivo” (Corte Constitucional, Sentencia T 




En ese orden de ideas, el actual régimen para la elección de los contralores 
territoriales se compone de una convocatoria pública que materialice los principios 
de libre concurrencia y a su vez la elección de una persona idónea para el cargo. 
Empero, las convocatorias públicas no son una garantía absoluta para 
culminar en la elección del mejor candidato, diferentes casos sirven de ejemplo para 
comprender la relevancia real que tiene este mecanismo de elección para escoger 
al mejor candidato. Independientemente de la posición respecto a las convocatorias 
públicas, actualmente es el sistema que rige la elección de los contralores 
territoriales.  
De esa manera, la convocatoria pública tendrá como derrotero los principios 
de transparencia, publicidad, objetividad, participación ciudadana y equidad de 
género; los cuales hacen alusión a: 
 Transparencia: La convocatoria debe ser clara y precisa ante todos los 
ciudadanos en donde toda la información debe conocerse por los 
medios más expeditos y de fácil acceso, a fin de evitar la solidificación 
de interés de carácter personal y verificar de esta manera la posibilidad 
de la evaluación y veeduría del proceso de elección. 
 Publicidad: La convocatoria debe exponerse por los medios de 
comunicación de mayor tráfico y en unos términos coherentes para su 
acceso y revisión.  
 Objetividad: El proceso de convocatoria debe fundarse en la realidad 
con base en la capacidad técnica y las competencias que le 
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corresponden cumplir a la persona que ostente el cargo de contralor 
departamental o municipal.  
 Participación ciudadana: Se debe garantizar un proceso de veeduría 
y control por medio del cual se promueva la participación y control 
ciudadano.  
  Equidad de género: La participación e igualdad de género se deberá 
considerar como un elemento fundante para los procesos de elección 
de los contralores en virtud de una especial participación en igualdad 
de condiciones.  
 Autonomía: Los procesos de elección de los contralores deben 
caracterizarse por su autonomía en concordancia con el libre ejercicio 
de las funciones le corresponderá por medio del control fiscal.  
 Independencia: Finalmente, por medio de la independencia se debe 
garantizar que la autoridad que realice la elección no se encuentre 
cohesionada por alguna autoridad política que pueda influir en el 
posterior correcto ejercicio del control fiscal.  
Por cuanto, para el presente estudio de investigación se ha de destacar el 
análisis de los principios de autonomía e independencia en relación a las falencias 
jurídicas y administrativas que se evidencian en el actual proceso de elección de los 
contralores departamentales y municipales; situación que persistió con la reforma 
del Acto Legislativo 04 de 2019.   
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Sobre esto se puede inferir principalmente la intención del legislador al 
momento de modificar la forma de elegir al contralor general. En vista de que tiene 
como propósito reforzar la selección del contralor de elementos objetivos que 
soslayen aspectos subjetivos que puedan desviar la escogencia de un funcionario 
idóneo y capacitado.  
En conclusión, la modificación que supuso el Acto Legislativo 002 del 2015 
tiene como propósito evitar el clientelismo y la corrupción para la elección de los 
contralores territoriales. Sin embargo, esta reforma no implico realmente un 
equilibrio de poderes, por el contrario, concentro en un solo órgano la elección del 
contralor territorial, aspecto que atenta claramente contra esta premisa.  
Por consiguiente, la elección de los contralores territoriales se realiza por 
medio de convocatoria pública, prevaleciendo los criterios objetivos de elección y 
asegurando que el candidato que ocupe el cargo sea idóneo para el mismo. 
No obstante, por medio del Acto Legislativo 04 de 2019 se pretendió dar mayor 
rigurosidad al proceso de elección de los contralores, que si bien es cierto en poco 
o nada cambió la forma de elección que no logró brindar solución de fondo el 
problema que se investiga en el presente trabajo de grado.  
Ante la falta de regulación por parte del legislador para determinar los aspectos 
que debe contemplar y definir las convocatorias públicas para la elección de los 
contralores municipales; dos son los instrumentos más importantes sobre el tema y 
que sirven de lineamiento para la respectivas Asambleas Departamentales y 
Concejos Municipales a la hora de ejecutar este mecanismo de elección.  
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En consecuencia, el concepto emitido por el Consejo de Estado con ponencia 
del Magistrado Álvaro Namén Vargas, se convierte en la principal ilustración sobre 
las convocatorias públicas a manos de las corporaciones territoriales.  
 Dicho esto, los dos instrumentos mencionados coadyuvaran con la finalidad 
del presente capítulo, a saber, el establecimiento de los requisitos esenciales de las 
convocatorias públicas para la elección del contralor territorial. Así pues, la primera 
observación que hace el Consejo de Estado, es que la convocatoria pública se 
someterá a las regulaciones realizadas por la ley. 
 Sin embargo, ante ausencia de ley sobre el tema, hasta la fecha la 
convocatoria pública se inmiscuye bajo los principios contenidos en el artículo 272 
de la Constitución Política y además del criterio de mérito, como lo sostiene el 
Consejo de Estado: 
“Hace notar la Sala que lo establecido en el citado artículo 126 constituye el 
régimen general o de condiciones mínimas de este tipo de procedimientos de 
selección -sujeción a la ley y a los principios de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana, equidad de género y mérito-, de modo que es 
aplicable a todas las convocatorias públicas que se mencionan en las normas 
constitucionales anteriormente relacionadas, con las cuales se da una relación 
de complementariedad y no de exclusión”. (Consejo de Estado; 2015) 
En ese orden de ideas, el primer aspecto que debe contener las convocatorias 
públicas son los principios consagrados por el artículo 272 de la norma superior y el 
criterio del mérito. En vista que para el Consejo de Estado es regla general de los 
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procedimientos de selección mediante convocatoria pública el cumplimiento de 
estos postulados, como requisito mínimo. Por tanto, cualquier proceso de 
convocatoria pública, ya sea para la elección de contralor territorial o cualquier otro 
cargo, debe cumplir mínimamente con la materialización de los principios del 272 
de la Constitución Política a través de sus actuaciones administrativas.   
Lo que concluye la factibilidad de aplicar por analogía las normas regulatorias 
y reglamentarias de los concursos públicos de méritos, guardando la 
proporcionalidad y razonabilidad propia de cada caso. Como lo indica la 
Corporación: 
“En síntesis, puede decirse que los principios, métodos y procedimientos de 
los concursos públicos de méritos son compatibles con el concepto de 
“convocatoria pública” de los artículos 126, 178A, 231, 257, 267 y 272 de la 
Constitución Política, salvo por el hecho de que en la etapa final del proceso 
no existe un orden específico dentro de la lista de elegibles”. (Consejo de 
Estado; 2015)  
Así las cosas, la analogía en el ámbito del derecho público es posible dentro 
del marco del principio de legalidad, conforme al artículo 8 de la ley 153 de 1887 
que hace parte de un conjunto de reglas generales orientadas a solucionar vacíos 
legislativos o incongruencia en las leyes. De manera que “Cuando no haya ley 
exactamente aplicable al caso controvertido, se aplicarán las leyes que regulan 
casos o materias semejantes, y en su defecto, la doctrina constitucional y las reglas 
generales de derecho" (Ley 153, 1887; Art. 8). 
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En síntesis, una correcta convocatoria pública para la elección de los 
contralores territoriales hasta tanto no exista norma legal deberá contener la 
materialización de los siguientes aspectos:  
1. Los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación 
ciudadana y equidad de género 
2. El mérito como base fundamental de la elección del candidato  
3. La observancia de las normas contenidas en la ley 1551 del 2012 y en el 
decreto 1083 de 2015 
4. El debido proceso 
5. El principio de legalidad  
Lo anterior, en observancia de las normas constitucionales y legales sobre 
control fiscal aplicables en el ordenamiento jurídico nacional. 
1.9 Funciones misionales de la Contraloría General de la República y de las 
Contralorías Territoriales 
Finalizando el primer capítulo del trabajo de grado con la identificación de las 
funciones misionales de la Contraloría General de la República y de las Contralorías 
Territoriales; en donde se establecen tres (3) categorías correspondientes al control 
micro, control macro y responsabilidad fiscal. 
Lo anterior, aunado al artículo 2º del Decreto – Ley 267 de 2000: “Por el cual 
se dictan normas sobre organización y funcionamiento de la Contraloría General de 
la República, se establece su estructura orgánica, se fijan las funciones de sus 
dependencias y se dictan otras disposiciones.” En donde se establece:  
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“Es misión de la Contraloría General de la República cumplir cabal y 
eficazmente las funciones asignadas por la Constitución y la ley en 
representación de la comunidad, contribuir a la generación de una cultura del 
control fiscal en beneficio del interés común y mantener un irrevocable 
compromiso de excelencia para tales propósitos, inspirada en principios 
morales y éticos”. (Decreto – Ley 267, 2000, art 2º) 
En este contexto, se desarrollan temáticamente cada una de ellas: 
Control micro.  
Se encuentra estipulado en el artículo 31 del Decreto – Ley 267 de 2000 en 
donde se identifica el control micro de gestión fiscal como;  
(…) “aquel que cubre a cada una de las entidades que actúan y desarrollan 
sus actividades con autonomía e independencia dentro del respectivo sector 
al cual pertenecen para efectos del ejercicio del control fiscal”. (Decreto – Ley 
267, 2000, art 31) 
En donde se especifican las funciones misionales del control micro de gestión 
fiscal por medio de las actividades como; el control de auditoria de los resultados de 
la gestión fiscal sobre unas entidades públicas específicas y los controles de 
auditoria de regularidad financiero y de legalidad. 
Control macro. 
El control macro de gestión fiscal se encuentra estipulado en el artículo 32 del 
Decreto Ley 267 de 2000 en donde se constituye como;  
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(…) “la consolidación de análisis, resultados y situaciones en que se 
encuentran y desarrollan las finalidades del Estado, tanto a escala general y 
territorial, como por sectores de actividad”.  (Decreto – Ley 267, 2000, art 32) 
La cual se encuentra correspondida con el cumplimiento de las siguientes funciones: 
 Realizar la contabilidad de la ejecución del presupuesto 
 Llevar ante el Congreso el control realizado sobre la cuenta general del 
presupuesto y tesoro público. 
 Evaluar el balance de hacienda pública presentado por el contador. 
 Tener el registro de la deuda pública de la nación y de las entidades 
territoriales. 
 Presentar ante el congreso un informe de la deuda pública.  
 Presentar ante el congreso un informe sobre la situación de las finanzas 
públicas. 
 Presentar ante el congreso un informe sobre el estado de los recursos 
naturales. 
 Finalmente, realizar las evaluaciones sectoriales de las políticas 
públicas. (Villaci & Arroyave, 2017, p 101 - 102) 
Control fiscal (preventivo – concomitante) 
Por medio del Acto Legislativo 04 de 2019 el ejercicio del control fiscal además 
de ser posterior y selectivo también podrá ser preventivo – concomitante; el cual se 
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argumenta mediante la norma en cita se hace necesario para la garantía de la 
defensa y protección del patrimonio público.  
En donde se debe realizar en tiempo real por medio del “seguimiento 
permanente de los ciclos, uso, ejecución, contratación e impacto de los recursos 
públicos, mediante el uso de tecnologías de la información, con la participación 
activa del control social y con la articulación del control interno”. (Acto Legislativo 
04, 2019, art 1º) 
De igual manera, se especifica que corresponde a un control preventivo de 
carácter excepcional que no es vinculante y no implica coadministración, toda vez 
que corresponde a un mecanismo de advertencia al gestor fiscal y se faculta para 
ello de manera exclusiva al Contralor General de la República. 
Responsabilidad fiscal 
El control que sobre la responsabilidad fiscal realiza la Contraloría General de 
la República y de las Contralorías Territoriales se encuentra estipulado en la Ley 42 
de 1993 en donde se encuentran facultadas para declarar la responsabilidad 
patrimonial de las personas que realizan gestión fiscal. 
Por consiguiente, en observancia del pronunciamiento jurisprudencial de la 
Corte Constitucional por medio de la Sentencia C 189 de 1998 el proceso de 
responsabilidad fiscal se fundamenta en una “naturaleza resarcitoria” en donde se 
busca que el funcionario repare el daño patrimonial causado por una conducta 
dolosa o culposa. (Corte Constitucional, Sentencia C 189 de 1998) 
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Capítulo II: Marco jurídico de los principios del control fiscal y su incidencia 
a nivel territorial. 
 
2. Principios del control fiscal en Colombia 
Los principios de control fiscal en Colombia se identifican legalmente a partir 
del artículo 8º de la Ley 42 de 1993 en donde se establece; 
“La vigilancia de la gestión fiscal del Estado se fundamenta en la eficiencia, 
la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de los costos 
ambientales, de tal manera que permita determinar en la administración, en 
un período determinado, que la asignación de recursos sea la más 
conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad de condiciones 
de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que sus 
resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus 
objetivos y metas” (...) (Negrilla y subrayado fuera de texto) (Ley 42, 1993, 
art 8º) 
Lo anterior, con el fin de realizar observancia y control a los costos y 
beneficios que se dividen en las entidades territoriales; por medio de la correcta 
gestión, uso y explotación del erario público. 
2.1 Análisis jurídico del principio de autonomía  
El principio de autonomía en el control de gestión fiscal puede ser 
administrativo, contractual y financiero:  
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2.1.1. Autonomía administrativa 
La Contraloría General de la República goza de autonomía para definir los 
aspectos derivados del cumplimiento de sus funciones en concordancia con los 
principios constitucionales y legales. (Decreto – Ley 267, 2000, art 6º) 
2.1.2. Autonomía contractual 
El Contralor General de la República cuenta con la facultad de celebrar 
contratos en el ejercicio de sus funciones. (Decreto – Ley 267, 2000, art 7º) 
2.1.3. Autonomía presupuestal 
La contraloría tendrá facultad para la fijación, manejo y administración de su 
presupuesto en concordancia con la ley orgánica de presupuesto. (Decreto – Ley 
267, 2000, art 8º)  
2.2 Los sistemas del control fiscal  
Colorario de lo anterior, el control fiscal en Colombia se puede aplicar por 
medio de los sistemas financiero, de legalidad, de gestión, de resultados, de revisión 
de cuentas y evaluación del control interno. (Ley 42, 1993, art 9º) 
2.2.1. Control financiero. Es el análisis realizado por medio de las normas 
de auditoria; con el fin de establecer si los estados financieros de la entidad se 




2.2.2. Control de legalidad. Corresponde a la verificación de las 
operaciones financieras conforme al sistema jurídico aplicable en la materia. (Ley 
42, 1993, art 11) 
2.2.3. Control de gestión. Es el análisis de eficiencia y eficacia de las 
entidades en la administración de bienes públicos. (Ley 42, 1993, art 12) 
2.2.4. Control de resultados. Se realiza por medio de la verificación del logro 
de los objetivos, planes, programas y proyectos de los sujetos de control en un 
periodo de tiempo determinado.  (Ley 42, 1993, art 13) 
2.2.5. La revisión de cuentas. Es el análisis especializado de los 
documentos que soportan las operaciones realizadas por los responsables de la 
administración del erario público. (Ley 42, 1993, art 14) 
Por consiguiente, si derivado del proceso de revisión de cuentas se evidencia 
el acaecimiento de alguna operación fraudulenta, se deberá iniciar el procedimiento 
correspondiente para el juicio de responsabilidad fiscal. (Ley 42, 1993, art 17) 
2.2.6. Evaluación de control interno. Corresponde al análisis de los 
sistemas de control de las entidades que se encuentran sujetas a vigilancia; “con el 
fin de determinar la calidad de los mismos, el nivel de confianza que se les puede 
otorgar y si son eficaces y eficientes en el cumplimiento de sus objetivos” (Ley 42, 




2.3 Clases de rendición de cuentas  
 
Las clases de rendición de cuentas se identifican normativamente por medio 
de la Ley 489 de 1998 en donde se establece el ejercicio a la administración pública 
por medio de las audiencias y veedurías en la gestión del control fiscal.  
Así, existen tres (3) clases de control fiscal en donde se identifica el vertical, 
horizontal y diagonal; en el siguiente contexto: 
Figura Nª 02: Clases de rendición de cuentas 
 
2.4 Parámetros jurisprudenciales de los principios del control fiscal en 
Colombia.  
En primer lugar, es de suma importancia destacar los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional sobre el tema en análisis en especial relevancia frente al 
cumplimiento de los principios del control fiscal en Colombia.  
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Por cuanto se destaca que en palabras de la Corte Constitucional; “El manejo 
e inversión de sus rentas en orden a cumplir los fines esenciales del Estado, con 
sujeción a los principios de legalidad, eficiencia, economía, equidad, imparcialidad, 
moralidad, transparencia, publicidad y valoración de los costos ambientales”. (Corte 
Constitucional, Sentencia C 599 de 2011) 
En donde se enfatiza en la importancia del principio de autonomía, toda vez 
que al no ser un control autónomo se podrían establecer limitantes que no permiten 
un control fiscal con características de efectividad. 
De igual manera, es de suma importancia destacar la coherencia que debe 
existir entre los principios del control fiscal y los fines del Estado Social de Derecho 
en el siguiente entendido:  
“Con base en el postulado constitucional del Estado Social de Derecho, la 
interviniente precisa que la función pública del control fiscal se orienta a la 
aplicación de los principios de eficacia económica, equidad y valoración de los 
costos, y a la protección del patrimonio público y la defensa de los bienes del 
Estado, de manera que las actividades que realizan las entidades y las 
autoridades aseguren el manejo adecuado de los recursos económicos 
utilizados para dar cumplimiento a los fines del Estado”. (Corte Constitucional, 
Sentencia C 1176 de 2004) 
Por cuanto, se destaca que el control fiscal en la Constitución Politica de 1991 
se caracteriza por; “Los principios constitucionales de eficiencia, economía, 
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equidad, y la valoración de los costos ambientales, de tal manera que permita 
determinar en la administración, en un período determinado, que la asignación de 
recursos sea la más conveniente para maximizar sus resultados; que en igualdad 
de condiciones de calidad los bienes y servicios se obtengan al menor costo; que 
sus resultados se logren de manera oportuna y guarden relación con sus objetivos 
y metas”. ”. (Corte Constitucional, Sentencia C 1176 de 2004) 
2.5 Proceso de elección de control fiscal y el principio de independencia.  
En observancia del artículo 272 de la Constitución Política de 1991 en donde 
se establece que; “La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, distritos 
y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en forma 
posterior y selectiva” (…) (Constitución Política, 1991, art 272) 
Así, posteriormente se destaca mediante el artículo 89 de la Ley 715 de 2001 
que el seguimiento y control fiscal de los recursos del Sistema General de 
Participaciones es responsabilidad de la Contraloría General de la República y se 
deberá realizar por medio de las contralorías territoriales a través de un sistema 
especial de vigilancia del presupuesto. 
No obstante, de igual manera se debe citar el Decreto Ley 267 de 2000 
mediante el artículo 5º numeral 6º en donde se le atribuye a la Contraloría General 
de la Republica la función de ejercer un control prevalente y de vigilancia sobre la 




Así mismo, en relación al principio de independencia a partir de las normas 
constitucionales se han identificado las características de independencia de la 
Contraloría General de la Republica y a las Contralorías de las entidades 
territoriales.  
Por lo que, para la Corte Constitucional, la identifican las siguientes 
características;  
“Significa básicamente; i) no pertenencia a alguna de las ramas del Poder; ii) 
posibilidad de actuación por fuera de las ramas del Poder y por ende 
actuación funcionalmente independiente de ellas; iii) titularidad de una 
potestad de normación para la ordenación de su propio funcionamiento y el 
cumplimiento de la misión constitucional encomendada” (Corte 
Constitucional, Sentencia C 832 de 2002) 
Determinando de esta manera la importancia del principio de independencia 
en el ejercicio del control fiscal en Colombia, a través de una correcta y transparente 
aplicación de los sistemas de control en las entidades territoriales.  
2.6 La politización del control fiscal en Colombia 
El teórico Younes (2000) ha sido uno de los principales críticos del proceso de 
control fiscal, quien destaca una preocupante politización y burocracia en el ejercicio 
de clientelismo político; en donde “acentúo el rechazo al control previo y a la 
coadministración existente, ya que la forma de control previo conllevaba a que las 
instituciones objeto de control tuvieran como referente los dictámenes de control 
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previo para tomar las decisiones pertinentes en virtud de la gestión pública 
encomendada, siendo instrumento de prácticas corruptas por parte de los 
encargados del ejercicio de control fiscal” (Younes, 2000) 
Así, la politización en el ejercicio del control fiscal se identifica a partir de la 
elección del Contralor General de la Republica le corresponde al Congreso en pleno 
(Constitución Política, 1991, art 141); y a la Cámara de Representantes “Examinar 
y fenecer la cuenta general del presupuesto y del tesoro que le presente el Contralor 
General de la República” (Constitución Política, 1991, art 178, núm. 2);  y finalmente, 
es obligación del gobierno nacional enviar al congreso el análisis de la hacienda 
pública previa a la revisión por auditoria de la Contraloría General de la Republica 
(Constitución Política, 1991, art 354, párr.)   
De igual manera, en relación a las contralorías distritales y municipales la 
facultad de creación y supresión se establece en el artículo 21 de la Ley 617 de 
2000 por medio del cual se modifica el artículo 136 de 1994 en el siguiente contexto: 
“Creación y supresión de Contralorías distritales y municipales. Únicamente 
los municipios y distritos clasificados en categoría especial y primera y 
aquellos de segunda categoría que tengan más de cien mil (100.000) 
habitantes, podrán crear y organizar sus propias Contralorías”. (Ley 617, 2000, 
art 21) 
Así mismo, al hacer alusión a las contralorías departamentales y municipales 
se destaca la politización en su organización y elección, en donde se incorpora por 
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medio del artículo 65 de la Ley 42 de 1993 que; “Les corresponde a las asambleas 
departamentales y a los concejos distritales y municipales la organización y 
funcionamiento de las contralorías que haya autorizado la ley” (Ley 42, 1993, art 65) 
En este sentido, le corresponderá a las asambleas y concejos municipales la 
función de otorgar a las contralorías autonomía presupuestal, administrativa y 
contractual a fin de poder cumplir las funciones que la norma constitucional les ha 
otorgado. (Ley 42, 1993, art 66) 
2.7 El Acto Legislativo 02 de 2015 en el proceso de elección de los 
contralores territoriales 
El Acto Legislativo 02 de 2015: “Por medio del cual se adopta una reforma de 
equilibrio de poderes y reajuste institucional y se dictan otras disposiciones”, en 
donde se establece por medio del artículo 23 el cual modifica los incisos cuarto y 
octavo del artículo 272 de la Constitución Política: 
“Los Contralores departamentales, distritales y municipales serán 
elegidos por las Asambleas Departamentales, Concejos Municipales y 
Distritales, mediante convocatoria pública conforme a la ley, siguiendo 
los principios de transparencia, publicidad, objetividad, participación 
ciudadana y equidad de género, para periodo igual al del Gobernador 
o Alcalde, según el caso”. (Acto Legislativo 02, 2015, art 23, Inc. 1º) 
Así mismo, en inciso octavo se estableció: 
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“No podrá ser elegido quien sea o haya sido en el último año miembro 
de la Asamblea o Concejo que deba hacer la elección, ni quien haya 
ocupado cargo público en el nivel ejecutivo del orden departamental, 
distrital o municipal” (Acto Legislativo 02, 2015, art 23, Inc. 2º) 
En este contexto, se observa que con posterioridad a la reforma constitucional 
se mantiene la competencia a las asambleas y concejos en la elección de los 
contralores territoriales, con la modificación correspondiente al proceso de elección 
en donde ya no serán elegidos por los tribunales superiores y contencioso 
administrativos, por lo que en adelante se deberá adelantar de manera directa por 
los mismos órganos de elección popular mediante una convocatoria pública con 
fundamento en los principios de transparencia, objetividad, publicidad, equidad de 
género y participación ciudadana.  
Lo anterior, con fundamento superior mediante el artículo 126 en donde se 
encuentra establecido el procedimiento para las convocatorias públicas de acuerdo 
a los principios de meritocracia.  
2.8 Contexto de la reforma: Análisis de la sala de consulta y servicio civil  
El día 10 de noviembre de 2015 la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo 
de Estado a través del Consejero Ponente Dr. Álvaro Namen Vargas se pronunció 
respecto a la forma de elección de contralores territoriales por medio de 
convocatoria pública y concurso (Acto Legislativo 02, 2015, art 23) 
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No obstante, en el artículo en cita se establece el deber de expedir una ley 
especial en donde se regule el procedimiento expedito que se ha de observar en la 
elección de contralores territoriales, la que hasta la fecha no existe. 
Así, para la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado la 
modificación del artículo 23 del Acto Legislativo 02 de 2015 no es una decisión 
aislada del Congreso de la Republica, contrario a ello se deriva de unas 
modificaciones en la elección de servidores y funcionarios públicos con las 
siguientes finalidades; 
I. Se busca evitar la intervención de las autoridades judiciales en la 
elección de los órganos de control; teniendo en cuenta la “politización” 
que puede ocasionarse. 
II. Se debe garantizar la participación ciudadana y la libre concurrencia a 
los concursos de méritos en los procesos de elección de contralores 
territoriales; en donde se expuso de manera expresa; “el mejoramiento 
del sistema de controles adoptando reglas para impedir el intercambio 
de favores entre controladores y controlados” 
Lo anterior, como se ha reiterado en concordancia y observancia de los 
postulados del parágrafo 4º artículo 126 de la Constitución Política de 1991; 
“Salvo los concursos regulados por la ley, la elección de servidores públicos 
atribuida a corporaciones públicas deberá estar precedida de una 
convocatoria pública reglada por la ley, en la que se fijen requisitos y 
55 
 
procedimientos que garanticen los principios de publicidad, transparencia, 
participación ciudadana, equidad de género y criterios de mérito para su 
selección” (Constitución Política, 1991, art 126, párr. 4º) 
En este mismo concepto, se realiza una especial aclaración entre los 
conceptos de “convocatoria pública” y “concurso de méritos”; teniendo en cuenta 
que el primer término se incorporó por medio del Acto Legislativo 02 de 2015 y el 
concurso de méritos ya se encontraba instituido en el artículo 125 de la Constitución 
Política de 1991.  
Por lo que es importante citar la Ley 909 de 2004 correspondiente al régimen 
general del empleo público en donde se establece que el concurso de méritos 
corresponde a un procedimiento de selección de servidores públicos en donde debe 
tenerse en cuenta los principios de libre concurrencia, publicidad, transparencia, 
objetividad, eficiencia, eficacia, confiabilidad y de manera importante “el mérito”; en 
donde de igual manera se protegen los derechos fundamentales a la igualdad y a la 
participación en el ejercicio del poder como uno de los mecanismos permitidos para 
la vinculación al sector público. (Constitución Política, 1991, art 125) 
En este sentido, para los concursos de méritos se deben tener en cuenta las 
etapas concernientes a la convocatoria, reclutamiento y la expedición de la lista de 
elegibles que se debe organizar en concordancia con la “regla de mérito” en donde 
la persona que adquiera la mejor calificación debe nombrarse para el cargo en el 
que se postuló.  
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No obstante, la controversia surge en las facultades atribuidas al nominador, 
quien en un principio debe encontrarse supeditado al nombramiento de la persona 
que obtenga el mejor puntaje como sucede en los concursos públicos de méritos; 
en este sentido, la diferencia radica en las convocatorias públicas, donde a pesar 
de regirse por los mismos principios, en esos casos le es permitido al nominador 
realizar una “libre escogencia” entre las personas que obtuvieron las mejores 
calificaciones; en donde: “Se entendió que si se adoptaba un concurso público de 
méritos como tal, se obligaba al organismo nominador a nombrar de acuerdo con el 
orden de clasificación de los aspirantes, lo que se consideró corno una reducción 
indebida de la autonomía de las corporaciones públicas” (Sala de Consulta y 
servicio civil, 2015) 
2.9 Contexto constitucional de los procesos de elección de contralores: 
Análisis histórico de la jurisprudencia de la Corte Constitucional.  
Sentencia C-509 de 1997. Se estudian las inhabilidades legales y 
constitucionales para ser elegido contralor departamental, las cuales se concretaron 
en la Ley 330 de 1996. 
Así mismo, destaca que; “La razón para restringir el acceso al desempeño 
como contralor departamental, por haber ejercido el candidato funciones públicas 
con anterioridad a la postulación, en los órdenes territoriales mencionados y en el 
año inmediatamente anterior a la elección que efectúa la correspondiente asamblea 
departamental está dirigida a impedir el ingreso de personas que, de alguna forma, 
tuvieron la oportunidad, los medios y las prerrogativas propias del ejercicio de 
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funciones públicas, para incidir en su favor en una elección o nominación posterior, 
con clara violación del principio de igualdad de condiciones entre los demás 
postulantes”. (Corte Constitucional, Sentencia C-509 de 1997) 
Sentencia C-060 de 1998. Se enfatiza en la facultad del legislador para la 
elección y fijación de la fecha que se ha de estipular para la elección de los 
contralores departamentales y municipales.  
Sentencia C-147 de 1998. En observancia a la finalidad de las normas 
constitucionales se ha de enfatizar en las inhabilidades que de manera previa se 
han establecido para ser elegido contralor departamental o municipal, en donde se 
enfatiza en la prohibición expresa de haber sido parte con un año de antelación del 
cuerpo colegiado que realizará la elección.  
2.10 Requisitos para la elección de los contralores departamentales, 
distritales y municipales según el Acto Legislativo 04 de 2019 
Por medio del Acto Legislativo 04 de 2019 se estipularon los siguientes 
parámetros normativo aplicables para la elección de los contralores 
departamentales, distritales y municipales en Colombia.  
En relación a los requisitos personales, laborales y académicos se especifica 
que el Contralor General de la República debe:  
 Ser colombiano de nacimiento y ciudadano en ejercicio. 
 Ser mayor de treinta y cinco años. 
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 Ser profesional de ciencias jurídicas, humanas, económicas, 
financieras, administrativas o contables. 
 Tener una experiencia profesional mayor a cinco (5) años o haber sido 
docente en este mismo lapso de tiempo. (Acto Legislativo 04, 2019, art 
1º) 
De igual manera, se estipula una prohibición para ser elegido contralor a 
las personas que hubieren sido miembros del congreso o gestor fiscal del orden 
nacional durante el año anterior a su elección.  
Y para el proceso de elección, no podrá intervenir los miembros del 
congreso que se encuentren en cuarto grado de consanguineidad, segundo de 
afinidad o primero civil.  
En este contexto, al hacer alusión a la elección de los contralores de las 
entidades territoriales se estipula que le corresponde a las Asambleas 
Departamentales, Concejos Municipales y Distritales en observancia al listado final 
de la terna contentiva de los nombres de los aspirantes que obtuvieron los mayores 
puntajes en la convocatoria pública realizada con antelación; la cual se deberá 
realizar por un periodo de cuatro (4) años que no deberá coincidir con el periodo del 
gobernador o alcalde, y se establece de manera expresa la prohibición de su 
reelección para el periodo inmediatamente posterior. 
Así mismo, tampoco podrá ser elegido contralor departamental o municipal 
quien hubiere sido miembro del cuerpo colegiado que realiza la elección o quien 
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hubiere ocupado un cargo en la rama ejecutiva del departamento o municipio en el 
cual aspira a ocupar el cargo de contralor. (Acto Legislativo 04, 2019, art 4º) 
2.11 Teoría de la responsabilidad del estado frente al ejercicio del 
control en la elección de los contralores.  
Es de suma importancia estudiar para el tema sub examine la responsabilidad 
del estado frente al ejercicio del control desde la elección de los contralores y como 
se rompe desde allí la transparencia, publicidad, objetividad, participación 
ciudadana y equidad de género en el seguimiento de la ejecución de los recursos 
públicos a nivel nacional y territorial. 
Lo anterior, por cuanto la designación de una correcta elección del personal 
idóneo para ocupar estos cargos de tan alta responsabilidad es una facultad 
atribuida y desarrollada de manera exclusiva por el Estado, el cual ha delegado esta 
función a las asambleas y concejos municipales.  
No obstante, en este escenario se podría identificar una responsabilidad 
patrimonial de agentes frente al Estado en dónde;  
“El criterio de imputación a aplicar en el caso de la responsabilidad fiscal no 
puede ser mayor al que el constituyente fijó para la responsabilidad patrimonial 
del funcionario frente al Estado, pues se estaría aplicando un trato diferencial 
de imputación por el solo hecho de que a la declaración de responsabilidad se 
accede por distinta vía”. (Corte Constitucional, Sentencia C 619 de 2002) 
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En donde es de suma importancia destacar que el Estado a quien; “cuyos 
actos relacionados con el servicio son imputables directamente al ente político 
estatal, representado en cada caso por sus entidades u organismos del nivel central 















Capítulo III: Fundamento teórico y propositivo de la vigilancia de la gestión 
fiscal a nivel territorial desde la elección de los Contralores territoriales. 
 
3.1 Índice de percepción de corrupción en el Estado colombiano: Año 2018 
Colombia se encuentra en el puesto 99 entre 180 países a quienes se les 
evalúa el índice de Percepción de Corrupción de Transparencia Internacional, en 
dónde; “Es necesario que el gobierno actual realice cambios estructurales y los 
incluya integralmente en el Plan Nacional de Desarrollo, que se recupere la 
legitimidad en el sistema judicial, y que se ejerza un control a conflictos de interés” 
(Índice de transparencia por Colombia, 2018) 
Así, para el director ejecutivo de transparencia por Colombia (Según Andrés 
Hernández); en el país se debe realizar un gran esfuerzo para enfrentar la 
problemática de la corrupción ya que en la actualidad se tiene al Estado contra la 
pared.  
En este sentido, en el caso de los países de América Latina, Colombia se 
encuentra en una posición inferior a los Estados de Uruguay (70), Chile (67) y 
Argentina (40). Brasil y Perú (37); estando únicamente delante de Ecuador (34) y 
Venezuela (18). 
En el contexto de los países que hacen parte de la OCDE se evidencia una 
preocupante situación en donde Colombia se encuentra en el penúltimo lugar, 
superando solamente a México quien se encuentra en el lugar 28. 
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Figura Nº 03: “Corruption perceptions index 2018” 
 
Fuente:  http://transparenciacolombia.tk/wp-content/uploads/mapa-global-ipc-2018.pdf 
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3.2 La Contraloría General de la Republica en el índice de transparencia 
nacional: 2015 – 2016 
Mediante el documento contentivo del informe final de las entidades públicas 
en el índice de transparencia nacional durante el periodo 2015 -2016 se identifica 
que la Contraloría General de la Republica tiene un nivel de riesgo moderado con 
un puntaje de 79.99. 
Lo anterior, conforme a los siguientes niveles de riesgo y resultados por factor: 
 
Fuente: https://indicedetransparencia.org.co/2015-2016/ITN/EntidadesNacionales  
 
En donde se tienen en cuenta los factores de visibilidad, institucionalidad; 
finalmente el control y sanción en observancia de una evaluación institucional que 
se realiza al interior de toda la entidad pública.  
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Figura Nº 04: Analisis del indice de transparencia nacional: Contraloría General de la República durante 







3.3 Análisis de las falencias del sistema de elección de contralores territoriales 
El actual sistema de elección de contralores territoriales se encuentra 
representado normativamente por medio del Acto Legislativo 02 de 2015 en donde 
se instituye que deberá realizarse mediante convocatoria pública conforme a la ley. 
(Acto Legislativo 02, 2015, art 23) 
 No obstante, en la actualidad no se ha expedido la ley especial mediante la 
cual se establecerán los lineamientos procedimentales que se deben tener en 
cuenta en los procesos de elección de los contralores territoriales; lo anterior en 
contexto con el análisis del Acto Legislativo 04 de 2019 por medio del cual se realizó 
una reciente reforma al régimen del control fiscal en Colombia en donde se ha de 
enfatizar en la ausencia de unos lineamientos claros y expeditos en donde se 
garantice los principios de autonomía e independencia en el proceso de elección de 
los contralores departamentales y municipales. 
Por consiguiente, se destaca la permanencia de un vínculo de politización con 
los órganos colegiados de elección popular quienes deberán adelantar y vigilar los 
procesos de convocatoria pública, teniendo en cuenta la existencia de múltiples 
intereses de por medio. 
De igual manera, se destaca la diferencia entre “convocatoria pública” y 
“concurso de méritos” que se realizó en los anteriores capítulos, en donde se 
evidencian las facultades del nominador quien para el caso sub examine debe estar 
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obligado a nombrar a la persona que obtuvo la mejor calificación durante todo el 
proceso y no frente a una posible escogencia entre las mejores calificaciones.  
Es por esto, que la presente propuesta legislativa se ha analizado en múltiples 
oportunidades; en donde se evidencia un estudio investigativo realizado por la 
Universidad del Rosario y la Agencia Técnica de Cooperación Alemana (GTZ) 
titulado; "Propuesta de mejoramiento al control fiscal territorial" en donde se propone 
una gran preocupación en relación al alto grado de politización en los procesos de 
elección de contralores territoriales.  
Además de ello, se realiza un importante estudio sobre el elemento orgánico 
sobre la “Forma de elección de los contralores territoriales y el contralor general de 
la república” en donde se propone por medio de una reforma constitucional y legal 
que la elección de los contralores debe realizarse con observancia de un concurso 
de méritos y fortalecer los requisitos académicos, éticos y laborales para su 
postulación.  
3.4 Identificación del caso en estudio 
El Concejo de Bucaramanga mediante la Resolución de Mesa Directiva Nº 24 
del 02 de febrero de 2016: “Realiza una convocatoria pública y se reglamenta el 
procedimiento para la elección de contralor del municipio de Bucaramanga periodo 
2016 – 2019”, el cual se encuentra en el siguiente link: 
http://www.concejodebucaramanga.gov.co/contralor_2016.php 
Lo anterior, en observancia de la siguiente identificación del cargo: 
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 Figura Nª 05: Identificación del cargo de contralor municipal 
 
Fuente: http://www.concejodebucaramanga.gov.co/descargas/Resolucion_024_2016.pdf 
Así, por medio del artículo 6º del acuerdo en cita se han establecido los 
requisitos para ser contralor del municipio de Bucaramanga: 
I. Ser ciudadano colombiano (En ejercicio) 
II. Mayor de veinticinco (25) años 
III. Debe acreditar cualquier título universitario 
IV. Haber ejercido funciones públicas por un periodo no inferior a dos (2) 
años. 
V. No encontrarse incurso en inhabilidades e incompatibilidades 
constitucionales o legales para el cumplimiento de las funciones del 
cargo. 
De igual manera, las etapas de la convocatoria para la elección del contralor 
del municipio de Bucaramanga durante el periodo 2016 – 2019 fueron: 
1. Aviso de convocatoria 
2. Inscripción 
3. Verificación de estudios y experiencia (Análisis de hojas de vida) 
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4. Publicación preliminar del listado de admitidos e inadmitidos 
5. Presentación de reclamaciones en contra del listado de admitidos e 
inadmitidos 
6. Respuesta a las reclamaciones del listado de admitidos e inadmitidos 
7. Publicación definitiva del listado de admitidos 
8. Sesión para la elección del contralor del municipio de Bucaramanga 
9. Posesión y toma de juramento 
En este contexto, se evidencia que en la elección del contralor no se practicó 
ningún tipo de “concurso de méritos” o “prueba de conocimientos” por medio de la 
cual se pudieran probar las aptitudes académicas y laborales de la persona que 
proveerá el cargo de contralor municipal en Bucaramanga durante el periodo 2016 
– 2019.  
Y en lo que respecta a la “elección” se establece en el artículo 23 del acuerdo 
en cita que; “La elección del contralor municipal de Bucaramanga se realizará con 
base al listado final de aspirantes en sesión plenaria del Concejo de Bucaramanga; 
la cual deberá señalarse con tres (3) días de antelación” 
Así mismo, se identifican las “modalidades existentes de votación”, mas no la 
que se utilizaría para el acto en mención, evidenciando una grave falencia ante la 
falta de una identificación precisa y fidedigna de votación. 
Finalmente, se establece que el aspirante con mayor número de votos será 
elegido el contralor municipal de Bucaramanga durante el periodo constitucional 
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2016 – 2019; el cual dispone de un término máximo de quince (15) días para 
posesionarse ante el cuerpo colegiado de elección popular que lo designó. 
3.4.1 Para el caso sub examine  
En concordancia con lo estipulado en el anterior ítem el proceso de elección 
se inicia con el aviso de convocatoria, el cual correspondió al siguiente: 




El cual según constancia de fijación se publicó en el periodo de tiempo 
comprendido entre el 03 y 07 de febrero de 2016 (Según constancia de publicación 
de aviso emitido por vanguardia liberal); y frente al cual se estableció un término de 




Así, en observancia del listado total de inscritos se identifica un total de setenta 
y cuatro (74) personas quienes realizaron el proceso inicial en la secretaria general 
del concejo o en la plataforma virtual destinada para tal finalidad. 
No obstante, el proceso fue suspendido el día 11 de febrero de 2016 en 
cumplimiento de una decisión judicial derivado de una acción de tutela de una 
participante que fue suspendida sin justificación alguna.  
Sin embargo, se reanudo el 01 de junio de 2016 por medio de la Resolución 
075 y se modifica el cronograma a seguir por medio de la Resolución 076 del 02 de 
junio de 2016; en donde se establece la siguiente modificación: 






Así mismo, mediante la Resolución 078 del 03 de junio de 2016 se publica el 
listado de aspirantes admitidos e inadmitidos, en donde se admiten un total de 
treinta y ocho (38) aspirantes y se inadmiten un total de treinta y seis (36) aspirantes 
quienes en su mayoría según la resolución no aportaban los documentos requeridos 
o no realizaban la declaración juramentada. 
Posteriormente, mediante la Resolución 080 del 08 de junio de 2016 se corrige 
la Resolución 078 de 2016 y se incluye únicamente al listado de admitidos al 
aspirante José Elpidio Anaya Bueno, quien se encontraba en el listado de 
inadmitidos y cumplía con todos los requisitos para acceder al cargo. 
En este sentido, el 08 de junio de 2016 se publica el listado definitivo de las 
personas que conforman el listado de admitidos correspondiente a un total de treinta 
y nueve (39) aspirantes; y se cita para la elección el día 11 de junio de 2016 a las 
11:00 am.  
De igual manera, se publica el documento contentivo del cumplimiento del 
artículo 21 de la Resolución 024 de 2016, en donde se constituye un consolidado 
definitivo del perfil de los aspirantes que conforman el listado final de admitidos y el 
correspondiente informe de plenaria. 








Finalmente, mediante Resolución Nº 082 de 2016 se eligió como contralor 
municipal a Jorge Eliecer Gómez Villamizar; no obstante, en la constancia de fijación 
no se expresan de manera expedita los votos obtenidos por el aspirante elegido y 
los votos que en total se realizaron por la sesión en pleno. 
3.5 Diseño de procedimiento legal para la elección de contralores territoriales 
Análisis del Proyecto de Ley 124 de 2018 
En cumplimiento de las disposiciones normativas que se han incorporado por 
medio del Acto Legislativo 02 de 2015 se evidencia un incumplimiento por parte del 
Congreso de la República en la expedición de la ley por medio del cual se deben 
establecer los lineamientos procedimentales aplicables para la elección de los 
contralores territoriales; teniendo en cuenta que el periodo constitucional de las 
personas que ostentan en la actualidad el cargo de contralores territoriales 
(departamentales o municipales) se encuentra próximo a cumplirse. 
No obstante, en la actualidad es de suma importancia destacar que se 
identifica la existencia del proyecto de ley 124 de 2018; “Por el cual se establecen 
las reglas de la convocatoria pública previa a la elección de personeros y contralores 
distritales, municipales y contralores departamentales en el territorio nacional" con 
ponencia del Representante a la Cámara del Departamento de Cundinamarca 
Buenaventura León León. 




“1. Amparar la competencia y autonomía de las corporaciones públicas para 
la elección de los órganos de control de sus territorios. 
2. Establecer la convocatoria pública, como mecanismo de elección para el 
cargo de contralor y personero. 
3. Reglar el procedimiento mediante el cual se debe adelantar la convocatoria 
pública. 
4. Garantizar la probidad, objetividad e idoneidad de las personas que acceden 
a los cargos de contralor y personero”. (Proyecto de Ley 124, 2018) 
Lo anterior, con la iniciativa de Representantes a la Cámara: Alfredo Ape 
Cuello Baute, Buenaventura León León, Jaime Felipe Lozada Polanco, Ciro Antonio 
Rodríguez Pinzón, Emeterio José Montes De Castro y el Senador David Barguil 
Assi; el cual fue presentado el 30 de agosto de 2018. 
Así mismo, por medio del proyecto ley los representantes a la cámara 
anteriormente mencionados buscan unificar la normatividad existente frente al 
mecanismo que debe aplicarse en la elección de contralores territoriales en la 
salvaguarda de la competencia que le ha sido atribuida a las asambleas 
departamentales y a los concejos municipales. 
No obstante, bajo el pretexto del respeto por la “autonomía” del órgano elector 
se conserva el mecanismo de la convocatoria pública y se rechaza de plano el 
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concurso de méritos, para evitar ser obligados a nombrar a la persona que ocupo el 
primer lugar en lista. 
Sin embargo, mediante el proyecto de ley se establece que con el fin de 
garantizar la idoneidad de las personas que acceden al cargo de contralor se 
identifica la forma de distribución del puntaje de la convocatoria pública de la 
siguiente manera: 
 
Fuente: Proyecto de Ley 124 de 2018 
En donde se deberá aplicar una prueba de conocimiento y una prueba de 
competencias comportamentales en donde se debe garantizar la selección objetiva, 
que se derivará de la aprobación de las pruebas de los aspirantes que logren 
superar el setenta y cinco por ciento (75%) del puntaje total en la prueba de 
conocimiento y en la prueba comportamental.  
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TOTAL DE PUNTOS MÍNIMOS PARA APROBAR:  75 
Fuente: Proyecto de Ley 124 de 2018 
Así, en concordancia con lo anterior según el proyecto de ley se debe 
conformar una lista de elegibles con los cinco (5) puntajes más altos, en donde las 
asambleas y concejos puedan elegir a su arbitrio a los futuros contralores.  
Propuesta de procedimiento para la elección de contralores territoriales 
en Colombia 
Teniendo en cuenta los lineamientos facticos y jurídicos que fundamentan el 
problema de investigación, es de suma importancia la creación de nuevo 
conocimiento por medio de la siguiente propuesta de procedimiento para la elección 
de contralores territoriales en Colombia.  
Título: Proyecto de ley “Por el cual se determinan los lineamientos 
procedimentales para el concurso de méritos mediante el cual se eligen los 
contralores territoriales” 
Fundamento jurídico: Acto Legislativo 02 de 2015 y Acto Legislativo 04 de 
2019.  
Objetivo: Determinar los lineamientos procedimentales que se deberán 
aplicar para el concurso de méritos mediante los cuales se realiza la elección de los 
contralores territoriales.  
Competencia: La elección de los contralores territoriales le corresponde a las 
asambleas departamentales y a los concejos municipales, lo que se derivará de un 
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concurso de méritos que se deberá realizar en el primer mes de sus sesiones 
ordinarias para un periodo igual al del gobernador y alcalde; en donde se elegirá a 
la persona que ocupe el primer lugar en la sumatoria final de la calificación obtenida. 
Principios: El proceso de convocatoria debe desarrollarse en cumplimiento 
de los principios de publicidad, transparencia, participación ciudadana, equidad de 
género y criterios de mérito para su selección. 
Elección de la institución educativa: Mediante reunión y sesión de la mesa 
directiva en sesión plena de la Asamblea departamental o concejo municipal se 
elegirá la institución educativa de carácter público o privado acreditada 
institucionalmente en alta calidad; quien deberá realizar y desarrollar todos los 
trámites administrativos, académicos y jurídicos para el normal desarrollo del 
proceso del concurso de méritos. 
Etapas del proceso de elección: Para la elección de los contralores 
territoriales se deberán cumplir las siguientes etapas: 
Aviso de convocatoria: Se deberá realizar un aviso público mediante medios 
físicos y digitales en donde se garantice la publicidad y libre concurrencia; el cual 
no deberá tener un término inferior a dos (2) meses con antelación a la reunión de 
la mesa directiva de la correspondiente asamblea departamental o Concejo 
municipal. 
En la convocatoria debe indicarse como mínimo la siguiente información: 
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“Fecha de fijación; denominación, código y grado; salario; lugar de trabajo; 
lugar, fecha y hora de inscripciones y término para la misma; fecha de 
publicación de la lista de admitidos y no admitidos; trámite de reclamaciones y 
recursos procedentes; fecha, hora y lugar de las pruebas de conocimiento; 
pruebas que se aplicarán, indicando el carácter de la prueba; el puntaje 
mínimo aprobatorio y el valor dentro de la convocatoria; fecha de publicación 
de los resultados de las pruebas de conocimiento y de competencias 
comportamentales y fecha de la elección; los requisitos para el desempeño del 
cargo, los que en ningún caso podrán ser diferentes a los establecidos en la 
ley 1551 de 2012; fecha, hora y lugar de la entrevista; los demás aspectos que 
se estimen pertinentes, que tengan relación con el proceso de selección y 
aseguren la eficacia del mismo; los criterios objetivos que aseguren el acceso 
en igualdad de oportunidades a los aspirantes” (Proyecto de ley 124, 2018, art 
4º, núm. 1º)  
La inscripción: Los aspirantes podrán realizar la inscripción por medio físico 
o digital en donde deben aportar los documentos solicitados para la idoneidad del 
cargo y la declaración bajo gravedad de juramento mediante la cual manifiestan la 
originalidad y autenticidad de los mismos. Le corresponderá a la Asamblea 
departamental o Concejo municipal garantizar los medios idóneos para la 
efectividad de la inscripción.  
Publicación del listado de admitidos e inadmitidos. Una vez realizado el 
proceso de revisión y verificación de la documentación presentada por los 
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aspirantes, le corresponderá a la mesa directiva del cuerpo colegiado realizar la 
publicación del listado de aspirantes admitidos e inadmitidos. 
Aplicación de la prueba de conocimiento: Los aspirantes admitidos serán 
citados para la presentación de la prueba de conocimientos generales y específicos 
a razón del cargo. El valor de la prueba de conocimiento será del ochenta (80%) por 
ciento del total del puntaje obtenido en el proceso de concurso de méritos.  La 
prueba de conocimientos será de carácter eliminatorio. 
Las preguntas y claves de respuesta deberán ser manejadas con una 
seguridad rigurosa por la institución de educación contratada para tal fin. De igual 
manera, frente a cualquier irregularidad se deberá enviar de manera inmediata 
comunicación a la Procuraduría General de la Nación.  
Calificación de la hoja de vida: Los aspirantes que acrediten estudios de 
pregrado y posgrado afines al cargo frente al cual se postularon tendrán prelación 
en la calificación de la hoja de vida que tendrá un valor del veinte (20%) por ciento 
del total del puntaje obtenido en el proceso de concurso de méritos, el cual le 
corresponderá realizar a la institución de educación contratada bajo unos 
lineamientos procedimentales previamente establecidos y publicados. 
Sumatoria y publicación del listado final de calificaciones: Una vez 
finalizado el proceso de concurso de méritos se deberá publicar el listado definitivo 
de las calificaciones finales obtenidas por cada uno de los aspirantes; el cual será 
susceptible del recurso de reposición.  
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Requisito adicional. Para ser elegido contralor de la respectiva entidad 
territorial se requiere probar como mínimo un año de residencia o domicilio del lugar 
donde aspire a ocupar el cargo. 
En este sentido, conforme a los anteriores lineamientos procedimentales se 
realiza una “Propuesta de procedimiento para la elección de contralores territoriales 





















Desde épocas inmemoriales el ejercicio del control fiscal se ha constituido 
como un mecanismo de protección de los recursos públicos, en donde se ha erigido 
un sistema selectivo y cuidadoso sobre las personas o entidades a quienes se le ha 
encomendado esta importante función. 
No obstante, el control fiscal es una función muy compleja y delicada en donde 
influyen múltiples factores, en especial la magnitud de vigilar las acciones que sobre 
el erario público se realice por personas naturales o jurídicas que tienen las 
facultades del manejo de los bienes de la nación. 
Es por esto, que a partir de la Constitución Política de 1991 se instituyó en 
Colombia un Estado Social de Derecho en donde predominan los derechos 
fundamentales y el bienestar general sobre el particular. 
De igual manera, se debe tener en cuenta el preocupante nivel de corrupción 
existente en las entidades públicas frente a los sistemas de contratación, acciones 
y mecanismos ilícitos mediante los cuales los mismos funcionarios y particulares 
buscan apropiarse de los dineros públicos. 
Por consiguiente, en la norma constitucional se estructuró el Estado por medio 
de tres (3) ramas del poder público y unos organismos autónomos e independientes; 




Es por esto, que por medio del artículo 272 de la Constitución Política de 1991 
se ha estipulado que; “La vigilancia de la gestión fiscal de los departamentos, 
distritos y municipios donde haya contralorías, corresponde a éstas y se ejercerá en 
forma posterior y selectiva”. (Constitución Política, 1991, art 272) 
No obstante, las falencias normativas se identifican en los procesos de 
elección de los funcionarios encargados de realizar la gestión de control fiscal en 
donde se aplicaba un proceso en donde participaban las ramas judicial y legislativa 
del poder público, en donde a fin de cuentas se elegía a la persona que con 
posterioridad los investigaría.  
Sin embargo, mediante el Acto Legislativo 02 de 2015 se realizó una reforma 
correspondiente a un equilibrio de poderes en donde mediante el artículo 23 se 
instituyó que los contralores deberían ser elegidos por medio de una convocatoria 
pública conforme a la ley. 
Es por esto, que en primer lugar se identifica una falencia en relación al 
mecanismo de elección, debido a que se mantiene la prerrogativa de elección de 
los contralores territoriales con la participación de órganos de elección popular 
manteniéndose la politización del procedimiento. 
Además de ello, no se obliga a la realización y observancia de un concurso de 
méritos, a fin de evitar estar en la obligación de nombrar al primero en lista, ya que 
desean mantener la facultad de realizar el nombramiento entre los aspirantes que 
obtengan los puntajes más altos. 
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Por consiguiente, en la búsqueda investigativa del ejercicio del trabajo de 
grado se ha identificado la existencia de un proyecto de ley incurso mediante el cual 
se busca legislar sobre los lineamientos que se deben tener en cuenta en los 
procesos de elección de los contralores territoriales en Colombia. 
No obstante, se mantiene un ámbito de politización por parte del nominador 
quien no se encuentra en la obligación de elegir al aspirante que obtuvo el puntaje 
más alto. 
Es así, como por medio del presente estudio investigativo se evidencia la 
inexistencia de los principios de independencia y autonomía en los procesos de 
elección, debido a que el ejercicio se encuentra viciado por un mecanismo de libre 
escogencia entre los mayores puntajes obtenidos por los aspirantes. 
Por lo que se realiza una propuesta con fundamento en el concurso de méritos 
más no en la convocatoria pública, con el fin de evitar el manejo de intereses 














Una vez realizado el análisis de los fundamentos fácticos y jurídicos que 
identifican el presente estudio de investigación se evidencia la necesidad de 
incorporar un mayor valor al mérito académico y laboral para las personas que 
buscan acceder a ocupar el cargo de contralor departamental o municipal. 
Lo anterior, derivado de las falencias que se identifican en el reciente Acto 
Legislativo 04 de 2019 en donde se atribuye un alto margen de subjetividad a los 
cuerpos colegiados correspondientes a las asambleas y concejos. 
De igual manera, se establece la necesidad de incorporar un sistema aleatorio 
en donde se suprima la selectividad que hasta el momento caracteriza el control 
fiscal, el cual debería tener un mayor grado de amplitud y efectividad.  
Por cuanto, se debería de indicar un factor de medición de cumplimiento de 
las funciones de los contralores, en donde se realice un análisis de efectividad y de 
control en las actividades realizadas durante su gestión.  
Por último, se ha de proponer la idoneidad de una carrera de carácter 
administrativo para el cargo de contralor general, departamental y municipal en 
concordancia con los principios y las reglas de las características de la función 
pública y con total independencia a la esfera politica de los funcionarios que con 
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